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3. De las resoluciones pronunciadas en el incidente sobre ejecución de una sentencia firme, definitiva o interlocutoria;
   

4. De las resoluciones que ordenen alzar medidas precautorias; 



5. De todas las demás resoluciones que por disposición de la ley sólo admitan apelación en el efecto devolutivo.”


Ahora bien, si al tiempo de pronunciarse la apelación, se otorga sin límites sus efectos “se entenderá que comprende el devolutivo y el suspensivo”. (Artículo 193 del Código de Procedimiento Civil). En otras palabras, el legislador se encarga de determinar cuándo la apelación debe ser concedida en el solo efecto devolutivo, mientras que al juez le corresponderá, en cada caso, concretar sus efectos, al momento de pronunciarse sobre su concesión. 



A continuación, veremos en forma más exhaustiva cada un de estos efectos.



Sabemos que el efecto devolutivo “devuelve” al superior jerárquico la competencia para que pueda avocarse al conocimiento  del recurso.  Para determinar esta competencia  del tribunal que va a conocer el recurso es preciso estudiarla desde un triple aspecto:




Cuestiones controvertidas y falladas en primera instancia: 





El tribunal ad quem sólo tiene competencia para conocer y fallar respecto de las mismas cuestiones controvertidas en primera instancia, esto es, no puede extenderse a puntos que no hayan sido expresamente sometidas a juicio por las partes. Ello, porque así lo dispone el artículo 160 del Código de Procedimiento Civil: “Las sentencias se pronunciarán conforme al mérito del proceso, y no podrán extenderse a puntos que no hayan sido expresamente sometidos a juicio por las partes, salvo en cuanto las leyes manden o permitan a los tribunales proceder de oficio.”  La controversia ha quedado determinada en primera instancia, no pudiendo las partes, por regla general, deducir nuevas acciones u oponer nuevas excepciones en esta segunda instancia.  El artículo trascrito señala la excepción, “salvo cuando las leyes lo manden” como por ejemplo el artículo 310 del Código de Procedimiento Civil que autoriza que las excepciones perentorias de prescripción, cosa juzgada, transacción y pago efectivo de la deuda, cuando ésta se funde en un antecedente escrito puedan oponerse en cualquier estado del juicio, inclusive en segunda instancia, antes de la vista de la causa, por lo que en este caso el legislador está facultando al tribunal de alzada, cuando se oponen en esta oprtunidad, para pronunciarse respecto de ellas, no obstante, no haber sido opuestas en primera instancia, las que en todo caso serán resueltas en única instancia.   También, el tribunal de alzada podrá excepcionalmente fallar las cuestiones ventiladas en primera instancia y sobre las cuales no se haya pronunciado la sentencia apelada por ser incompatibles con lo resuelto en ella, sin que se requiera un nuevo pronunciamiento  del tribunal inferior (Artículo 208 del Código de Procedimiento  Civil).  Del mismo modo, podrá el tribunal de segunda instancia hacer de oficio en la sentencia, las declaraciones que ley con obligatorias aún cuando el fallo apelado no las contenga (Artículo 209 del Código de Procedimiento  Civil). 




Respecto de los puntos comprendidos en la apelación:




En virtud de este efecto devolutivo, el tribunal superior puede enmendar todo el fallo apelado, sin embargo, el apelante puede restringir sus pretensiones. De esta manera, si el litigante apela de una determinada resolución, sin limitar la extensión  del recurso, se presume que toda ella le causa agravio y por lo tanto el tribunal ad quem está facultado para conocer de toda ella. La parte no apelada de una resolución, se le conoce como parte consentida.  La apelación puede restringirse en el escrito en que la parte recurrente la funda, en un escrito de téngase presente que podrá presentar con posterioridad  o en su alegato.




Partes litigantes a quienes aprovecha el recurso:





Si hay un solo demandante y un solo demandado, la apelación de uno no puede beneficiar al otro que no apeló de la resolución.  Lo mismo ocurre cuando hay varios demandantes y varios demandados, la apelación de uno no puede ser provechosa para los otros, por cuanto, estos demandantes o demandados  se han conformado con el fallo.



Decíamos que de acuerdo al artículo 192 del Código de Procedimiento Civil, antes trascrito, concedida la apelación en el solo efecto devolutivo, seguirá conociendo el tribunal a quo de la causa hasta su terminación, incluida la sentencia definitiva.  Es decir, en virtud de este efecto devolutivo, dos tribunales pasan a tener competencia sobre un mismo asunto judicial: el tribunal inferior que seguirá conociendo de la causa hasta dictar sentencia definitiva y eventualmente, hacerla cumplir.  Además, el tribunal ad quem que entrará a conocer del respectivo recurso de apelación. Para que ello pueda ocurrir, ya que hay un solo expediente, materialmente se lleva a cabo, ordenando fotocopiar determinadas piezas del expediente (o compulsas), elevándose ya sea las fotocopias o el original, según sea el caso.  En el primer caso, deberá fotocopiar las piezas necesarias para que el tribunal ad quem pueda entrar al conocimiento del recurso y resolverlo adecuadamente.  En la segunda hipótesis, deberá dejar las fotocopias que le permitan, ya sea seguir conociendo de la causa hasta dictar sentencia definitiva o  hacer cumplir esta última. Esta facultad que la ley otorga al tribunal ad quo presenta las siguientes características: Es facultativa, esto es, queda entregada a la voluntad de la parte apelada instar por la prosecución del pleito.  Es condicional porque todo lo obrado queda entregado a las resultas del recurso. Así, si la resolución es confirmada lo obrado adquiere el carácter de definitivo; si por el contrario, la resolución es revocada todo lo obrado queda nulo y sin ningún valor.



Este efecto devolutivo, en lo que se refiere al conocimiento del tribunal inferior, puede verse alterada cuando el tribunal ad quem decreta una orden de no innovar.  A ello se refiere el inciso segundo del artículo 192 del Código del Ramo: “No obstante, el tribunal de alzada a petición del apelante y mediante resolución fundada, podrá dictar orden de no innovar.
La orden de no innovar suspende los efectos de la resolución recurrida o paraliza su cumplimiento, según sea el caso. El tribunal podrá restringir estos efectos por resolución fundada.
Los fundamentos de las resoluciones que se dicten de conformidad a este inciso no constituyen causal de inhabilidad.

 

Las peticiones de orden de no innovar serán distribuidas por el Presidente de la Corte, mediante sorteo, entre las salas en que esté dividida y se resolverán en cuenta. Decretada una orden de no innovar, quedará radicado el conocimiento de la apelación respectiva en la sala que la concedió y el recurso gozará de preferencia para figurar en tabla y en su vista y fallo.” 


Por su parte, el efecto suspensivo que “suspende” la competencia del tribunal inferior y en especial, la ejecución o cumplimiento de la resolución recurrida mientras el recurso no termine por alguno de los medios que señala la ley. A este respecto el inciso 1° del artículo 191 del Código de Procedimiento Civil dispone: “Cuando la apelación comprenda los efectos suspensivo y devolutivo a la vez, se suspenderá la jurisdicción del tribunal inferior para seguir conociendo de la causa.” Ahora bien, siendo la regla general que el recurso se concede en ambos efectos, el legislador ha querido suspender las consecuencias de la resolución recurrida hasta que sea revisada por el tribunal superior jerárquico.  De ahí, que haya dejado fuera de enumeración del artículo 194 citado, con excepción de los juicios ejecutivos, revestidos de cierta credibilidad en razón del título y los sumarios porque la acción deducida requiere, por su naturaleza, una tramitación rápida para que sea eficaz (Artículo 680 del Código de Procedimiento Civil), sólo cuando es interpuesto por el demandado, las sentencias definitivas precisamente por su importancia al decidir la controversia, en especial, cuando la pretensión ha sido tramitada en conformidad a las reglas del juicio ordinario.  Empero, aún cuando tenga “suspendida” su competencia, “podrá realizar, sin embargo, entender en todos los asuntos en que por disposición expresa de la ley conserve jurisdicción, especialmente en las gestiones a que dé origen la interposición del recurso hasta que se eleven los autos al superior, y en las que se hagan para declarar desierta o prescrita la apelación antes de la remisión del expediente”. Conviene precisar que si la apelación se ha concedido en ambos efectos respecto de uno de los cuadernos del juicio, sus efectos no se extienden, a las cuerdas separadas.    



En cuanto a la tramitación misma del recurso, concedido que sea se procederá a elevar el proceso para que el tribunal se avoque al conocimiento del recurso y proceda a su fallo. Para ello se elevará el original, fotocopias o compulsas, según sea el caso. Hoy en día, el legislador ha reglamentado, en el inciso 2° del artículo 197 del Código de Procedimiento Civil, cuándo se remitirán unas u otras:  “Se remitirán compulsas sólo en caso que exista imposibilidad para sacar fotocopias en el lugar de asiento del tribunal, lo que también certificará el secretario.”  Demás está recalcar que las fotocopias o compulsas sólo se utilizarán cuando el recurso haya sido en el solo efecto devolutivo.  Si fue concedido en ambos efectos deberá elevarse siempre el original.  En el primer, caso: “La resolución que conceda una apelación sólo en el efecto devolutivo deberá determinar las piezas del expediente que, además de la resolución apelada, deban compulsarse o fotocopiarse para continuar conociendo del proceso, si se trata de sentencia definitiva, o que deban enviarse al tribunal superior para la resolución del recurso en los demás casos.” (Artículo 197 inciso 1° del Código de Procedimiento Civil).  El inciso segundo de este citado artículo 197 impone al apelante una importante obligación: “El apelante, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de notificación de esta resolución deberá depositar en la secretaría del tribunal la cantidad de dinero que el secretariado estime necesaria para cubrir el valor de las fotocopias o de las compulsas respectivas. El secretario deberá dejar constancia de esta circunstancia en el proceso, señalando la fecha y el monto del depósito”  La sanción establecida el inciso final de la misma disposición: “Si el apelante no da cumplimiento a esta obligación, se le tendrá por desistido del recurso, sin más trámite”
  

Si la apelación fue concedida en ambos efectos: “La remisión del proceso se hará por el tribunal inferior en el día siguiente al de la última notificación.” (Artículo 198 inciso 1° del Código de Procedimiento Civil).  Si, por el contrario, la apelación se concedió en el solo efecto devolutivo “podrá ampliarse este plazo por todos los días que, atendida la extensión de las copias que hayan de sacarse, estime necesario dicho tribunal”. (Artículo 198 inciso 1° del Código de Procedimiento Civil). Obviamente empezará a correr desde que el apelante deje el dinero suficiente, a juicio del secretario, para obtener las fotocopias o compulsas, en su caso.



Llegados los autos a la secretaría del tribunal ad quem, ya sea en  original, fotocopias o compulsas, el secretario o anotará en el Libro de Ingreso individualizándolo por su rol, nombre de los litigantes, materia, tribunal de origen, fecha de ingreso.  Este libro se lleva para una mejor fiscalización sin que tenga asidero en una norma legal expresa.  Además, en el proceso mismo se dejará constancia de la fecha de llegada, sin que tampoco exista una disposición al respecto.  Sin embargo, ello se desprende del inciso 1° del artículo 200 del Código de Procedimiento Civil que establece que el plazo para la comparecencia de las partes en segunda instancia se cuenta “desde que se reciban los autos en la secretaría del tribunal de segunda instancia.”


Cumplidas las dos formalidades precedentes, el tribunal ad quem deberá examinar en cuenta, sin esperar la comparecencia de las partes, “si el recurso es admisible y si ha sido interpuesto dentro del término legal…”   
(Artículo 213 inciso 1° del Código de Procedimiento Civil).  El examen de admisibilidad propiamente tal excluye, en consecuencia, la revisión acerca de si el recurso fue interpuesto o no en el término legal. De esta manera, comprende  los restantes tópicos señalados en el inciso 1° del artículo 201 del Código de Procedimiento Civil, a saber, si la resolución recurrida es de aquellas que pueden ser recurridas a través de este recurso, si ha sido debidamente fundada o si contiene  peticiones concretas.  De lo expuesto precedentemente, podemos asegurar que tanto la admisibilidad del recurso como el plazo de interposición está sujeto a un doble examen tanto por parte del tribunal a quo como del tribunal ad quem.  Si el tribunal llamado a conocer del recurso lo declara inadmisible o extemporáneo, podrá declararlo así desde luego o mandará traer los autos en relación sobre este punto, cuando por ejemplo, haya algún punto dudoso como podría ser la naturaleza de la resolución recurrida o si  este contiene o no peticiones concretas. (Artículo 213 inciso segundo del Código de Procedimiento Civil).  En esta eventualidad, dictará la resolución que proceda y devolverá el proceso, fotocopias o compulsas al inferior para el cumplimiento del fallo (Artículo 214 del Código de Procedimiento Civil, primera parte).  Si por el contrario, encuentra mérito para considerar el recurso admisible mandará que se traigan los autos en relación  (Artículo 214 del Código de Procedimiento Civil, segunda parte).



Si  el tribunal superior admite a tramitación el recurso, nace otra obligación para los litigantes que es la de “comparecer ante el tribunal superior a seguir el recurso interpuesto”, según lo dispone el inciso 1° del artículo 200 del Código de Procedimiento Civil.  Esta comparecencia es conocida o se la llama “hacerse parte”.  El plazo está establecido en esta misma disposición: “Las partes tendrán el plazo de cinco días para comparecer ante el tribunal superior a seguir el recurso interpuesto, contado este plazo desde que se reciban los autos en la secretaría del tribunal de segunda instancia.



Cuando los autos se remitan desde un tribunal de primera instancia que funcione fuera de la comuna en que resida el de alzada, se aumentará este plazo en la misma forma que el de emplazamiento para contestar demandas, según lo dispuesto en los artículos 258 y 259.”  Es decir, en esta esta última eventualidad el plazo de cinco días se aumentará en tres días (inciso 2° del artículo 258 del Código de Procedimiento Civil) y a ello, deberá sumarse el plazo que corresponda de acuerdo a la tabla de emplazamiento (Artículo 259 del Código de Procedimiento Civil).



La sanción por falta de comparecencia para seguir el recurso ante el tribunal ad quem 
es diferente según se trate del apelante o del apelado.



Si no comparece el apelante, el tribunal de oficio previa certificación del secretario del hecho de la no comparecencia del apelante, la que podrá llevarse a cabo de oficio o a petición de parte, declarará desierta la apelación. De esta resolución se podrá pedir reposición dentro de tercero día. Esta producirá sus efectos respecto del apelante desde que se dicte sin necesidad de notificación, lo que constituye una excepción al artículo 30 del Código de Procedimiento Civil que dispone: “Las resoluciones judiciales sólo producen efecto en virtud de notificación hecha con arreglo a la ley…”  



Si no comparece el apelado “se seguirá el recurso en su rebeldía por el solo ministerio de la ley y no será necesario notificarle las resoluciones que se dicten, las cuales producirán sus efectos respecto del apelado rebelde desde que se pronuncien.



El rebelde podrá comparecer en cualquier estado del recurso representado por el procurador del número.”  (Artículo 202 del Código de Procedimiento Civil). De acuerdo, al inciso 2° del artículo 398 del Código Orgánico de Tribunales, también lo podrá hacer representado por abogado habilitado. Al señalar el legislador que las resoluciones que se dicten respecto del apelado producirán sus efectos desde que se pronuncien también constituye una excepción al citado artículo 38.



Examinada esta obligación de comparecencia, debemos recordar que el tribunal ad quem deberá pronunciarse acerca de la admisibilidad del recurso.  Si este cumple con todos las exigencias formales, lo declarará admisible y dictará la resolución “Autos en relación”.  Notificada esta resolución la causa está en estado de figurar en tabla.  Una vez en tabla se procederá a la vista de la causa de acuerdo a lo expresado en los artículos 163, 164 y 165 del Código de Procedimiento Civil.



Artículo 163: “En los tribunales colegiados se formará el día último hábil de cada semana una tabla de los asuntos que verá el tribunal en la semana siguiente, con expresión del nombre de las partes, en la forma en que aparezca en la carátula del respectivo expediente, del día en que cada uno deba tratarse y del número de orden que le corresponda. 



Esta tabla se fijará en lugar visible, y antes de que comience a tratar cada negocio, lo anunciará el tribunal, haciendo colocar al efecto en lugar conveniente el respectivo número de orden, el cual se mantendrá fijo hasta que se pase a otro asunto.”

   

Artículo 164: “Las causas se verán en el día señalado. Si concluida la hora de audiencia, queda pendiente alguna y no se acuerda prorrogar el acto, se continuará en los días hábiles inmediatos hasta su terminación, sin necesidad de ponerla nuevamente en tabla”.
  

Artículo 165: “Sólo podrá suspenderse en el día designado al efecto la vista de una causa, o retardarse dentro del mismo día:

 

1. Por impedirlo el examen de las causas colocadas en lugar preferente, o la continuación de la vista de otro pleito pendiente del día anterior; 

  

2. Por falta de miembros del tribunal en número suficiente para pronunciar sentencia;



3. Por muerte del abogado patrocinante, del procurador o del litigante que gestione por sí en el pleito.

 

En estos casos, la vista de la causa se suspenderá por quince días contados desde la notificación al patrocinado o mandante de la muerte del abogado o del procurador, o desde la muerte del litigante que obraba por sí mismo, en su caso; 



4. Por muerte del cónyuge o de alguno de los descendientes o ascendientes del abogado defensor, ocurrida dentro de los ocho días anteriores al designado para la vista.

 

5. Por solicitarlo alguna de las partes o pedirlo de común acuerdo los procuradores o los abogados de ellas.

 

Cada parte podrá hacer uso de este derecho por una sola vez. En todo caso, sólo podrá ejercitarse este derecho hasta por dos veces, cualquiera que sea el número de partes litigantes, obren o no por una sola cuerda. La suspensión de común acuerdo procederá por una sola vez.

 

El escrito en que se solicite la suspensión deberá ser presentado hasta las doce horas del día hábil anterior a la audiencia correspondiente. La solicitud presentada fuera de plazo será rechazada de plano. La sola presentación del escrito extingue el derecho a la suspensión aun si la causa no se ve por cualquier otro motivo. Este escrito pagará en la Corte Suprema un impuesto especial de media unidad tributaria mensual y en las Cortes de Apelaciones de un cuarto de unidad tributaria mensual y se pagará en estampillas de impuesto fiscal que se pegarán en el escrito respectivo.

  

El derecho a suspender no procederá respecto del amparo;

 

6. Por tener alguno de los abogados otra vista o comparecencia a que asistir en el mismo día ante otro tribunal.



El presidente respectivo podrá conceder la suspensión por una sola vez o simplemente retardar la vista, atendidas las circunstancias. En caso que un abogado tenga dos o más vistas en el mismo día y ante el mismo tribunal, en salas distintas, preferirá el amparo, luego la protección y en seguida la causa que se anuncie primero, retardándose o suspendiéndose las demás, según las circunstancias; y

 

7. Por ordenarlo así el tribunal, por resolución fundada, al disponer la práctica de algún trámite que sea estrictamente indispensable cumplir en forma previa a la vista de la causa. La orden de traer algún expediente o documento a la vista, no suspenderá la vista de la causa y la resolución se cumplirá terminada ésta.

  

Las causas que salgan de tabla por cualquier motivo volverán a ella al lugar que tenían.

  

Los errores, cambios de letras o alteraciones no substanciales de los nombres o apellidos de las partes no impiden la vista de la causa.

  

Los relatores, en cada tabla, deberán dejar constancia de las suspensiones ejercidas de conformidad a la causal del No. 5. y de la circunstancia de haberse agotado o no el ejercicio de tal derecho.”


La vista de la causa comprende el anuncio, la relación y los alegatos.  Oído los alegatos la causa queda en estado de fallarse. Este puede pronunciarse de inmediato o quedar en estado de acuerdo porque la causa por su complejidad requiere un mayor estudio o por haberse dictado una medida para mejor resolver o porque a petición de parte se decretó algún informe en derecho.  El fallo de segunda instancia podrá conformar, modificar o revocar la resolución (sentencia definitiva) dictada por el tribunal inferior.  Debe cumplir con las exigencias establecidas en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil.  Deberá dictarse en el plazo de treinta días desde el término de la vista de la causa. (Artículos 82 y 90 n°10 del Código Orgánico de Tribunales.)



Tratándose de otras resoluciones que no sean sentencia definitiva su tramitación está contenida en el artículo 199 del Código de Procedimiento Civil: “La apelación de toda resolución que no sea sentencia definitiva se verá en cuenta, a menos que cualquiera de las partes dentro del plazo para comparecer en segunda instancia solicite alegatos.

 

Vencido este plazo, el tribunal de alzada ordenará traer los autos en relación, si se hubieren solicitado oportunamente alegatos. De lo contrario, el Presidente de la Corte ordenará dar cuenta y procederá a distribuir, mediante sorteo, la causa entre las distintas salas en que funcione el tribunal.

 

Las Cortes deberán establecer horas de funcionamiento adicional para el conocimiento y fallo de las apelaciones que se vean en cuenta.”   


ADHESION A LA APELACIÓN



El concepto nos lo da el inciso 2° del artículo 216 del Código de Procedimiento Civil: “Adherirse a la apelación es pedir la reforma de la sentencia apelada en la parte en que la estime gravosa el apelado.”  Supone una nueva y verdadera apelación interpuesta por el apelado que no interpuso apelación en tiempo y forma. Sus fines serán los mismos que en todo recurso de apelación: obtener del tribunal superior la enmienda en conformidad a derecho de la resolución recurrida en los casos que proceda.




En cuanto a sus exigencias está en primer lugar que, por lo demás es común para toda apelación, que cause agravio al recurrente, esto es, al apelado. Además, que exista una apelación contraria pendiente.  Ello, se colige del inciso 2° del artículo 217 del Código de Procedimiento Civil: “No será, sin embargo, admisible desde el momento en que el apelante haya presentado escrito para desistirse de la apelación”. Por ello, el inciso final de la disposición citada estipula: “En las solicitudes de adhesión y desistimiento se anotará por el secretario del tribunal la hora en que se entreguen.”, lo que se denomina cargo de hora.  Se ha discutido en la jurisprudencia si la adhesión a la apelación presentada en tiempo y forma, corre la suerte del recurso de apelación o si, por el contrario, es independiente a él una vez que se ha admitido a tramitación. En otras palabras qué ocurre con la adhesión, admitida a tramitación, si el recurso termina en forma anormal, esto es, por desistimiento, deserción o prescripción, pero la respuesta es que aceptada a tramitación y siendo una verdadera apelación tiene vida propia por lo que debe terminar de acuerdo a las reglas generales.  El fundamento legal de esta aseveración estaría contenido en el trascrito inciso 2° del artículo 217 del Código  de Procedimiento Civil, que dispone cuando no es admisible, pudiendo desestimarse sólo en esa circunstancia.




En cuanto a las oportunidades para adherirse a la apelación, esta puede llevarse a cabo en primera instancia   “antes de elevarse los autos al superior”, en solicitud escrita con los requisitos establecidos en el artículo 189 del Código del Ramo (Artículo 217 inciso 1° del Código de Procedimiento Civil). En segunda instancia, sólo en el plazo que disponen las partes para comparecer a seguir el recurso de apelación ante el tribunal ad quem.  Además, la presentación debe cumplir con las formalidades exigidas por el citado artículo 189 (Artículo 217 inciso 1° del Código de Procedimiento Civil).




En cuanto a su tramitación, ya sea que se produzca la adhesión en primera instancia como en segunda instancia, se tramitará conjuntamente con la apelación ordinaria.  Así, las partes tendrán la obligación de comparecer, exceptuándose cuando se lleva a cabo la adhesión en segunda instancia, deberá ser declarada admisible, terminará por deserción o prescripción (Artículos 200, 201, 211 y 217 inciso final del Código de Procedimiento Civil).



PRUEBA EN SEGUNDA INSTANCIA 




La regla general está contenida en el inciso 1° del artículo 207 del Código de Procedimiento Civil: “En segunda instancia… no se admitirá prueba alguna” Empero, la misma disposición señala que no es aplicable esta regla general en lo que dice relación con las excepciones perentorias tratas en el artículo 310 del Código del Procedimiento Civil, esto es, la prescripción, cosa juzgada, transacción y pago efectivo de la deuda cuando se funde en un antecedente escrito, la prueba documental y la absolución de posiciones en atención a que el mismo legislador ha autorizado para oponerlas o agregarlos  o producirlos en la segunda instancia.  (Artículos 310, 348 y 385 del Código del Procedimiento Civil).  Del mismo modo, de acuerdo a lo dispuesto en los n°s. 1 y 2 del artículo 159 del Código del Procedimiento Civil, estos dos últimos medios de prueba pueden ser decretados como medida para mejor resolver.  Ahora bien, tratándose de la prueba testimonial, ésta sólo se puede producir en segunda instancia como medida para mejor resolver “sobre hechos que no figuren en la prueba rendida en autos, siempre que la testimonial no se haya podido rendir en primera instancia y que tales hechos sean considerados por el tribunal como estrictamente necesarios para la acertada resolución del juicio. En este caso, el tribunal deberá señalar determinadamente los hechos sobre que deba recaer y abrir un término especial de prueba por el número de días que fije prudencialmente y que no podrá exceder de ocho días. La lista de testigos deberá presentarse dentro de segundo día de notificada por el estado la resolución respectiva”. (Artículo 207 inciso 2° del  Código del Procedimiento Civil)
